Poder Judicial de la Nación

“P., M. C. C/ D. S.A. S/ PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA”



En la Ciudad de Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 17 días del mes de Octubre de Dos Mil Trece, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para conocer en el recurso de apelación interpuesto en los autos caratulados:"P., M. C. C/ D. S.A. S/ PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA", respecto de la sentencia de fs. 569/571, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿ES JUSTA LA SENTENCIA APELADA? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía realizarse en el siguiente orden: Señores Jueces de Cámara Doctores BEATRIZ AREÁN -CARLOS CARRANZA CASARES - CARLOS ALFREDO BELLUCCI- A la cuestión planteada la Señora Juez de Cámara Doctora Areán dijo: 

I. La sentencia de fs. 569/571 rechazó la demanda promovida por no encontrarse integrada la litis con la totalidad de los condóminos, con costas. Difirió la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes. 

Contra dicho pronunciamiento se alzó la actora a fs. 576, siendo concedido el recurso a fs. 581. 

Expresó agravios a fs. 591/594, los que no merecieron respuesta. Se queja porque el juez de grado no ha considerado que ella sólo pretendía usucapir la tres doceava parte indivisa del inmueble, por lo que no resultaba necesario integrarla con los dieciocho restantes titulares (aclaro que se trata de la doceava parte indivisa y que los restantes titulares son veintiocho). Sobre esas partes indivisas la demandada es la única titular registral. Cuestiona que haya dado intervención al Gobierno de la Ciudad de Buenos por no existir interés fiscal comprometido. La califica como contraria a derecho. En autos se configura la situación del condómino que transfiere su parte sin el consentimiento de los demás. Si un copropietario pretendiera usucapir una de las restantes doceavas partes indivisas de la unidad Nº 1, tendría que demandarse a sí mismo, dado que un copropietario es condómino de todos los demás por el régimen de propiedad horizontal.La sentencia es arbitraria, ya que el a-quo se limita a exponer su teoría, sin desarrollar argumento alguno que la sostenga, menos aún, la funda en derecho. La sentencia es un conjunto de párrafos inconexos sin ningún rigor lógico que los una. 

II. Frente a la exigencia contenida en el art. 265 del Código Procesal, cuando se trata del contenido de la expresión de agravios, pesa sobre el apelante el deber de resaltar, punto por punto, los errores, las omisiones y demás deficiencias que atribuye al fallo. No basta con disentir, sino que la crítica debe ser concreta, precisa, determinada, sin vaguedades. Además, tiene que ser razonada, lo que implica que debe estar fundamentada. 

En la expresión de agravios se deben destacar los errores, omisiones y demás deficiencias que se asignan al pronunciamiento apelado, especificando con exactitud los fundamentos de las objeciones. 

La ley requiere, con la finalidad de mantener el debate en un plano intelectual antes que verbal, que la crítica dirigida a lo actuado en la instancia de grado sea concreta, lo cual significa que el recurrente debe seleccionar de lo proveído por el magistrado aquel argumento que constituya estrictamente la idea dirimente y que forme la base lógica de la decisión. Efectuada esa labor de comprensión, incumbe al interesado la tarea de señalar cuál es el punto del desarrollo argumental que resulta equivocado en sus referencias fácticas, o bien en su interpretación jurídica (Conf. esta Sala G, 12/02/2009, La Ley Online; AR/JUR/727/2009). 

No existe posibilidad de tener como expresión de agravios al escrito que omite el análisis pormenorizado de la resolución apelada, no indica sus presuntos defectos, ni impugna sus fundamentos legales, limitándose a reiterar en términos aproximados las alegaciones ya formuladas y a la enunciación de meras apreciaciones subjetivas de orden general y no jurídico, sin rebatirlas concretamente (Conf.esta Sala G, 10/02/1987, LL, 1987-B, 288). 

Este escrito debe bastarse a sí mismo, sin que quepa remitirse a presentaciones anteriores. Si no se introduce en el análisis pormenorizado del fallo ni cuestiona sus fundamentos legales, limitándose, en otros términos, a reproducir circunstancias relatadas con anterioridad o introducir otras que nada tienen que ver con la cuestión discutida, no reúne los requisitos suficientes como para ser tenido como tal (Conf. esta Sala G, 09/12/1983, LL, 1985-C, 643). 

Si el juzgador se encuentra obligado a dar suficiente sustento a su decisión, simétricamente corresponde al recurrente exponer razones que desvirtúen el razonamiento contenido en la sentencia (Conf. esta sala, L. 318.425, del 3/7/2001 y L. 418.726, del 21/11/2005, L. 509.780 del 15/12/08, entre muchos otros). 

Sin embargo, a la hora de decidir la declaración de deserción del recurso de apelación, la gravedad de las consecuencias que ello apareja impone una aplicación restrictiva. En caso de duda en cuanto a la suficiencia o insuficiencia de la expresión de agravios, debe estarse a la apertura de la instancia, apreciando con tolerancia las deficiencias, con el fin de no conculcar el derecho de defensa en juicio (Conf. Fenochietto-Arazi, Código., Astrea, 1983, Tomo 1, p. 840). 

Tradicionalmente esta Sala sostiene que aun cuando el escrito presentado bajo la denominación de tal no constituya la expresión de agravios en los términos del art. 265 del Cód. Procesal, debe aplicarse al respecto el criterio amplio, en orden al respecto del principio constitucional de la defensa en juicio de los derechos y con la finalidad de brindar acabada satisfacción al recurrente, permitiendo la apreciación de las razones alegadas para la modificación de la sentencia (Conf. esta Sala, 03/08/1981, LL, 1983-B, 768; id. id. 10/02/1987, LL, 1987-B, 288, entre muchos otros). 

Precisamente es por ello y sólo por ello que no propiciaré la aplicación de la consecuencia que impone el art.266 del aludido Código, ante una expresión de agravios, que se ha limitado a suministrar algunos argumentos imprecisos y endebles acerca de supuestas interpretaciones equivocadas u omisiones atribuidas al sentenciante y, fundamentalmente, que se encuentra plagado de errores jurídicos serios. 

III. M. C. P. de J. promueve el 20 de mayo de 2010 demanda por prescripción adquisitiva contra D. S.A. con relación a la doceava parte indivisa de la unidad funcional Nº 1 sita en la planta baja del inmueble ubicado en la calle M. 1871/73/75 de esta Ciudad de Buenos Aires. 

El edificio consta de 29 unidades funcionales distribuidas en 9 plantas. De acuerdo con el reglamento de copropiedad y administración la unidad Nº 1 está destinada a espacio guardacoches, Está dividida en doceavas partes indivisas, de las cuales tres de ellas están a nombre de la demandada. 

El 29 de agosto de 1980 la actora compró la unidad funcional Nº 19 y afirma que desde ese momento comenzó a poseer con ánimo de dueño la parte indivisa de la unidad Nº 1en forma pública, pacífica e ininterrumpida. 

Ha realizado actos posesorios, pagado las expensas, impuestos. 

A fs. 404 fue decretada la rebeldía de la demandada y a fs. 415 se decide correctamente dar intervención al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, en los términos del art. 24, inciso d) de la ley 14.159, modificada por el decreto-ley 5756/59 por el término de sesenta días, lo que inusitadamente genera la reacción de la actora por considerar esa extensión del plazo violatoria de la igualdad ante la ley. Para rebatir esa opinión me limito a sugerir a la actora y a su dirección letrada la lectura del art. 338, segundo párrafo del Código Procesal.En todo caso debió plantear la inconstitucionalidad de la norma citada. 

Además, como bien lo pone de resalto la letrada de dicho ente, la intervención es obligatoria a los efectos de fiscalizar la prueba a producirse y subsidiariamente para ejercer los derechos que la ley le otorga si no probase la actora los requisitos legales o si se tratare de bienes sin dueño. 

IV. Surge de la escritura Nº 799 del 29 de agosto de 1980 que la aquí actora adquirió el dominio de la unidad funcional Nº . sita en el . piso del inmueble del la calle M. 1871/73/75 de esta Ciudad de Buenos Aires. Se encuentra inscripto en el Registro en la Matrícula Nº 16-./. No existe mención alguna a la adquisición de partes indivisas de la unidad Nº 1. 

Conforme el reglamento de copropiedad y administración, la unidad Nº 1 será destinada a espacio guardacoches, la Nº 2 a local y las restantes a vivienda y/o consultorios y/o estudios profesionales. 

De acuerdo con el certificado de dominio de fs. 235/247, emitido por el Registro de la propiedad el 12 de mayo de 2010, corresponde a la unidad Nº 1 un porcentual de 10,23 %, habiendo pertenecido originariamente según el asiento uno de la columna de titularidades el 1/12 a L. U. y los 11/12 a la aquí demandada por compra de 1979. A partir del asiento Nº 4 se suceden múltiples adquisiciones de partes indivisas, siempre con un denominador común 12 o 24 o 36 o 48, o sea múltiplos de 12, pero no figura la aquí actora. 

Más aún existen a la fecha de emisión del certificado 108 asientos, pudiendo observarse que en algunos se consigna sólo la transmisión de partes indivisas, mientras que en otros se correlaciona el acto con el de compra o donación de otra unidad, lo que se refleja claramente a partir del régimen monetario actual en las notorias diferencias de precio. 

V.La propiedad horizontal es un derecho real sobre cosa propia, por el cual su titular puede usar, gozar y disponer jurídicamente del objeto sobre el que recae y que consiste en una fracción de un inmueble edificado, integrada por un sector exclusivo independiente y por una cuota indivisa sobre el terreno y demás partes y cosas de propiedad común. 

La conjunción de la parte privativa y el porcentaje sobre el terreno y las demás partes comunes constituye la denominada unidad funcional. 

Es un derecho real inmobiliario, que además, debe recaer sobre un inmueble edificado, más concre tamente, sobre un sector del mismo, en que en su totalidad constituye el objeto de la suma de todos los derechos reales que concurren sobre el mismo. 

Precisando más el concepto, si se considera separadamente cada uno de los derechos, su objeto es la denominada unidad funcional, compuesta por el sector privativo independiente y por el porcentaje asignado a su titular sobre el terreno y demás partes y cosas comunes. 

Por lo tanto, ante el complejidad del objeto, se hace necesario examinar por separado las partes privativas y las partes comunes. 

En cuanto a las primeras, de acuerdo con el art. 1º de la ley 13.512: "Los distintos pisos de un edificio o distintos departamentos de un mismo piso o departamentos de un edificio de una sola planta, que sean independientes y que tengan salida a la vía publica directamente o por un pasaje común podrán pertenecer a propietarios distintos, de acuerdo a las disposiciones de esta ley. Cada piso o departamento puede pertenecer en condominio a más de una persona". 

Como surge claramente de la disposición transcripta, el objeto exclusivo de la propiedad horizontal puede consistir en:los departamentos de un edificio de una sola planta, los pisos de un edificio y los departamentos de un mismo piso. 

La palabra departamento se suele utilizar entre nosotros con el alcance ordinario de unidad de vivienda, pero desde el punto de vista gramatical, alude a cada una de las partes en que se divide un territorio cualquiera, un edificio, un vehículo, una caja, etcétera. 

Aun cuando la ley 13.512 fue dictada para solucionar problemas relacionados con la vivienda, en la actualidad ya no se discute la posibilidad que el objeto exclusivo pueda extenderse a otros supuestos que se han ido incorporando con el transcurso del tiempo, como locales de comercio en la planta baja, oficinas, consultorios, estudios jurídicos, en forma excluyente o conjuntamente con otros ocupados para morada familiar, es decir, un destino mixto. 

Aparecieron luego las cocheras y los espacios guardacoches, ubicados en la planta baja y en algunos casos, también en subsuelos o entrepisos, así como las galerías comerciales, con acceso directo a la vía pública y departamentos en los pisos superiores, asegurando el acceso a través de una servidumbre de paso. Más adelante, surgieron edificios totalmente constituidos por cocheras. En un paso más avanzado de extensión del objeto privativo, fueron sometidos al régimen de propiedad horizontal hoteles, mercados, guarderías náuticas, etcétera. 

Ahora bien, suele hablarse de unidad funcional para referirse al piso, departamento, cochera, local, etcétera, pero el concepto no es acertado.En realidad, ni siquiera parece adecuado acudir a esta expresión para aludir al objeto de la propiedad horizontal, identificando la unidad funcional como integrada por la parte privativa y, además, por las cosas comunes en la proporción correspondiente y que el derecho que se tiene sobre las partes comunes es inseparable del que recae sobre las partes privativas. 

En efecto, la expresión "unidad funcional" tiene un campo de aplicación muy amplio y variado, por ejemplo, se usa en la Informática, en lo atinente a la arquitectura de computadoras, en Medicina se habla de unidad funcional del hígado, del sistema nervioso, de los huesos, etcétera, en organización hospitalaria, en sistemas de medicina prepaga. Inclusive, se utiliza en el sistema judicial, por ejemplo, en el fuero penal de los Departamentos Judicial de la Provincia de Buenos Aires existen unidades funcionales de instrucción a cargos de fiscales. 

De todos modos, en algún momento de nuestra historia jurídica apareció la expresión "Unidad Funcional" en el ámbito de la propiedad horizontal y tomó carta de ciudadanía, ya que sostienen los profesionales de la ingeniería que ello se debe a que una vivienda o departamento con todas sus partes bien establecidas (cocina-baño- dormitorio-estar, etcétera) funciona como una unidad habitable, conforme al destino previsto, sucediendo lo mismo para locales comerciales. 

Existen también en la propiedad horizontal las denominadas unidades complementarias. 

Mientras que se entiende por unidad principal el ambiente o conjunto de ambientes, y/o sectores, y/o dependencias directamente comunicados entre sí, necesarios y suficientes para el desarrollo de las actividades compatibles con el destino para el que ha sido construido el edificio y que se halla comprendido en uno o más polígonos de límites, la Unidad Complementaria es la superficie y/o conjunto de superficie cubiertas y/o semicubiertas, y/o descubiertas directamente comunicadas entre sí en un mismo terreno, que por su naturaleza intrínseca no puede constituir una unidad funcional y estando destinadas a servirla, deben unirse a la unidad principal para formar una unidad funcional.Estas últimas no tienen autonomía, ya que son accesorias de la principal y corren su misma suerte. 

Las cocheras suelen constituir el caso típico de unidades complementarias, aunque ello no siempre será así, ya que puede ocurrir que el edificio en su totalidad esté compuesto por cocheras establecidas como unidades funcionales, o bien que en los edificios de destino mixto las cocheras no hayan sido concebidas como unidades principales, sino como complementarias o como partes comunes, en cuyo caso ya no habrá titularidad individual por parte de los consorcistas, sino un condómino sobre unidad complementaria destinada a espacio guardacoches, sobre la que cada uno concurrirá con una cuota parte indivisa. 

En la práctica es común que no exista asignación de lugares predeterminados para los vehículos. La ubicación de ellos variará de acuerdo con el orden de ingreso al edificio. En otros supuestos, cuando sean pocas las unidades, corrientemente habrá un acuerdo tácito entre los consorcistas para la utilización de los lugares. Aun tratándose de espacio guardacoches es posible que en el reglamento interno del edificio se hayan asignado lugares para cada vehículo. Se trataría de un típico caso de partición de uso y goce contemplada por el art. 3464 del Cód. Civil, aunque en esta hipótesis será inaplicable la parte final que dispone que tal partición, bajo cualesquiera cláusulas que se haga, no obstará a la demanda de la partición definitiva que solicite alguno de los herederos, ya que aquí estamos ante un condominio de indivisión forzosa y no habrá partición posible. 

Ha dicho la Sala que, de conformidad con lo establecido en el Reglamento de Copropiedad del edificio, la unidad funcional destinada a cocheras es una unidad funcional de propiedad exclusiva de sus titulares destinada a guardar automóviles que en su esencia conceptual, no guarda ninguna diferencia con las restantes unidades de que se compone el inmueble, destinadas a viviendas (Conf.CNCiv., Sala G, 26/04/1982, La Ley Online, AR/JUR/1025/1982). 

Tal es lo que sucede en el caso, ya que el espacio guardacoches no es una unidad complementaria sino individual, pero que pertenece en condominio entre varios de los titulares de las unidades de vivienda, que obviamente no son la totalidad de los 28 restantes. No es el supuesto en que a cada unidad de vivienda se adiciona un porcentaje indiviso sobre la unidad funcional "cochera", con el que constituye un todo inescindible. A lo sumo, en algunos reglamentos está permitida la transmisión de las partes indivisas a otro copropietario. De ello se deduce que en principio únicamente 28 titulares de unidades de vivienda, comercio o destino profesional acceden a la cotitularidad de la unidad 1. Ni siquiera descarto que existan copropietarios de partes indivisas que no pertenezcan el edificio, pues no veo que se indique restricción sobre el particular, como suele acontecer cuando se trata de una unidad complementaria y esta afirmación se ve corroborada con la lectura del certificado registral. 

Aunque era absolutamente innecesaria la aclaración, en la parte final del art. 1º de la ley 13.512 se establece que cada piso o departamento puede pertenecer en condominio a más de una persona. 

Si bien es cierto que la ley 13.512 autoriza a que las unidades de propiedad exclusiva pertenezcan a más de una persona, configurándose así un condominio dentro de otro condominio especial, sin embargo, tal condominio de derecho común no interesa al consorcio, para quien priva el régimen de propiedad horizontal y frente al cual los copropietarios de una unidad se consideran uno solo en cuanto a la proporción de sus derechos sobre partes comunes (Conf. CNCiv., Sala E, 11/09/1992, LL, 1993-D, 47). 

VI. Por otra parte, el condominio es el derecho real sobre una cosa propia, mueble o inmueble, del que son titulares dos o más personas y que, a diferencia del dominio, no se ejerce sobre el todo sino por partes indivisas o ideales. 

Son sus caracteres distintivos: 1. Pluralidad de sujetos.deben concurrir como titulares del derecho dos o más personas, pues de no ser así, en función del carácter de la exclusividad, habría dominio y no condominio. 2. Unidad de objeto: el condominio como todo derecho real, debe recaer sobre cosas ciertas y determinadas, pero si éstas son varias, todas pertenecen simultáneamente a los distintos condóminos, sin que se pueda deslindar la parte material de cada uno, ni establecerse, cuando haya varios objetos, cuál corresponde a unos y otros, ya que tales objetos son tratados como una unidad. 3. Ausencia de una cuota material: al haberse adoptado el condominio romano y siguiendo las enseñanzas de la doctrina francesa y de Freitas, el Código limita el derecho de cada condómino a una parte indivisa. Ello significa que ninguno de ellos puede, durante la vigencia del condominio, circunscribir el ejercicio de su derecho a una parte de la cosa físicamente determinada. 

Como el condominio es un derecho real, como tal, sólo puede tener por objeto una cosa, es decir, un objeto material susceptible de valor (art. 2311), y no una parte abstracta o ideal. 

Los condóminos en conjunto ejercen sus derecho s sobre toda la cosa común, pero, aun obrando por separado, también están facultados para actuar sobre toda la cosa, con las limitaciones propias de la cotitularidad (art. 2684) y con exposición permanente al ejercicio del "ius prohibendi" por parte de cualquiera de ellos. Inclusive, cuando se habla de facultades sobre la parte indivisa, se está recurriendo a una manera cómoda de expresar qué derechos puede ejercer cada condómino sobre la cosa común, en la medida de su parte indivisa. 

El derecho se tiene sobre la cosa y no sobre una cuota ideal, constituyendo prueba acabada de ello, que no se conciban actos de uso, goce o de disposición material sobre tal cuota. Sólo pueden ejercerse derechos, como el de enajenar o el de hipotecar, pero cuando el condómino enajena o hipoteca, el objeto en uno y otro caso, tampoco es la parte indivisa.Siempre enajena o hipoteca la cosa común, en la medida de su cuota. 

Por otra parte, si uno de los titulares pudiera individualizar materialmente su lote, ello significaría que el condominio se ha extinguido total o parcialmente a través de la partición en especie. En este caso, habría dominios distintos, y no condominio (Conf. Lafaille, Héctor, Derecho Civil, Tomo IV, Tratado de los Derechos Reales, Volumen II, Buenos Aires, 1945, ps. 209 y ss.). 

La titularidad de los condóminos sobre el objeto común no se fracciona en partes materiales sino que se extiende a la totalidad de las cosas según partes indivisas, ideales o alícuotas. Con ello se trata de expresar una noción ideal carente de materialidad, pues desde este último aspecto el condómino tiene derecho sobre cada una de las moléculas integrativas de las cosas. Así, el derecho de propiedad en la medida de su parte indivisa se proyecta sobre la totalidad de la cosa (Conf. CNCiv., sala H, 23/05/1997, LL, 1998-B, 27). 

El condominio normal u ordinario, o sea el que no se halla sujeto a una indivisión forzosa, puede reconocer las siguientes fuentes según el art. 2675 del Código Civil: a. el contrato cuando varias personas adquieren conjuntamente una cosa. b. un acto de última voluntad cuando en un testamento se deja un legado de cosa determinada a favor de varias personas conjuntamente. Por el contrario, no nacerá si el testamento contiene institución de heredero a favor de más de una persona, o si se trata de una sucesión intestada diferida a dos o más herederos, ya que el derecho de éstos, tanto en uno como en otro caso, no recae sobre cosas determinadas, sino sobre una universalidad de bienes, naciendo la denominada comunidad o indivisión hereditaria. 3. cuando nace como consecuencia de una disposición legal, independientemente de la voluntad de los particulares, por ejemplo, el condominio de muros, cercos y fosos (arts. 2717 y 2745); el condominio por confusión de límites (arts.2746 y sigs.); el que se origina en caso de confusión o mezcla resultante de un hecho casual, siendo la cosa inseparable (art. 2600). 

Aun cuando ha sido omitida en la enumeración contenida en el art. 2675, no se discute la posibilidad de que el condominio nazca como consecuencia de la usucapión, por ejemplo, cuando dos o más personas poseen un inmueble en común. Esta coposesión durante diez años, contando con justo título y buena fe (art. 3999), o durante veinte años, si faltan uno o ambos requisitos (art. 4015) conduce a la adquisición del condominio por prescripción breve o larga, respectivamente (Conf. Lafaille, ob. cit., Marina, "Curso de Derechos Reales", Buenos Aires, 1993, Tomo 2, ps. 489 y ss; Argañarás en Salvat, Raymundo M, Tratado de Derecho Civil Argentino-Derechos Reales, 5a. edición, Buenos Aires, 1959, Tomo III, p. 8 y ss.). 

El art. 2676 consagra un principio de carácter general, tomado de Aubry et Rau, quienes sostienen que cada copropietario goza, en lo que concierne a su cuota parte ideal, de los derechos inherentes a la propiedad que sean compatibles con la naturaleza puramente intelectual de esa cuota parte, y que pueden ejercer sin el consentimiento de sus consortes. 

Los derechos de los condóminos son entonces los mismos que corresponden al propietario único de una cosa, pero como ese derecho está repartido entre varias personas, el ejercicio de cada uno queda sujeto a las limitaciones derivadas del concurso del derecho igual de los demás. 

Ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos,313:961), que la idea misma de condominio supone un derecho extendido a la totalidad de la cosa, aunque no se traduzca en la existencia de actos materiales sobre parte alguna de ella (arts. 2680 y 2684 del Cód. Civil). 

En consecuencia, el derecho de cada comunero sobre su cuota es amplísimo, pues puede libremente enajenarla y gravarla.Sin embargo y aun cuando se le permitan ejercer todos los derechos inherentes a la propiedad sin necesidad de contar con el consentimiento de los otros condóminos, la identificación no es absoluta, toda vez que ese ejercicio debe ser compatible con la naturaleza de la parte indivisa. De ahí que, dado su carácter abstracto o ideal, sólo puede concebirse respecto de la parte indivisa el ejercicio de facultades jurídicas. Al no reflejarse el derecho de cada condómino sobre un sector materialmente determinado de la cosa común y sólo traducirse en una cifra, como un tercio o un cuarto o un décimo, no se advierte la posibilidad de usar ni de disponer materialmente de una parte indivisa. Y si bien pueden percibirse los frutos, estos también provienen de la cosa común, aun cuando cada condómino los haga suyos en la medida de su cuota respectiva (art. 2691). 

Con lo dicho queda claramente descartada la posibilidad de realización de actos posesorios sobre las partes indivisas, como pretende haber ejecutado la actora. 

Ahora bien, a diferencia de lo que ocurre con las facultades que con amplitud el condómino puede ejercer sobre la parte indivisa, siguiendo la tradición romana, las que tiene sobre la cosa común son extremadamente limitadas. 

Por lo tanto, ninguno de los condóminos puede realizar sobre la cosa común o sobre una parte de ella materialmente determinada, actos materiales o jurídicos que importen el ejercicio del derecho de propiedad, siendo suficiente la oposición de uno solo de ellos para impedir lo que la mayoría quiera hacer al respecto (art. 2680). 

Por su parte, el art. 2684 dispone que todo condómino puede gozar de la cosa común, siempre que lo haga respetando su destino y el derecho igual de los demás. 

Los deberes de los condóminos son negativos, en cuanto se le impone abstenerse de todo acto material o jurídico que implique el desempeño del dominio sobre la cosa o una parte de ella (Conf. CNCivil, Sala D, 22-8-74, LL 156-863). 

VII.Por otra parte, existe litisconsorcio necesario cuando la eficacia de la sentencia se halla subordinada a la circunstancia de que la pretensión procesal sea propuesta por varias personas, o frente a varias personas, o, simultáneamente, por y frente a varias personas (Conf. Fassi, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación Comentado", T. 1, página 494; Fassi-Yañez, Código.Tomo I, pág. 495). 

Cuando sobre la base de una sola pretensión existen varios sujetos involucrados o afectados que deben, necesariamente, demandar o ser demandados, nos encontramos ante una relación jurídico-procesal que deviene imprescindible para considerar que esta última esté regularmente constituida, y no ante una acumulación de pretensiones. Así ocurre con la división de condominio, en la que si la relación jurídico-procesal no se integra con todos los sujetos que forman parte del condominio, no será posible obtener un pronunciamiento judicial válido (Conf. Podetti, Ramiro J. "Tratado de la tercería", Buenos Aires, Eduar, 2a. edición, pág.385.). 

En estos casos la relación es única y vincula a todos los intervinientes en forma indivisible. La legitimación de todos los partícipes aparece por los efectos inevitables de la sentencia sobre todos ellos y por la necesaria intervención de todos en el proceso. De lo contrario, se arribaría a una sentencia inútil, inocua, o de ejecución imposible (Conf. Falcon, E., "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", I, Bs. As., 1982, p. 505). 

Cuando el litisconsorcio es activo, la demanda sólo puede prosperar si es intentada por todos los litisconsortes como actores; si es pasivo únicamente podrá ser acogida si ha sido dirigida contra la totalidad de los sujetos involucrados en la relación jurídica sustancial. 

En ciertos casos, la necesidad del litisconsorcio se halla determinada por la misma naturaleza de la relación o situación jurídica controvertidas. 

Es decir que habrá litisconsorcio necesario pasivo cuando la demanda deba ser ineludiblemente dirigida contra todos los involucrados en una relación jurídica inescindible (Conf.Peyrano, Jorge W."¿Acción de simulación promovida por tercero, litisconsorcio pasivo necesario en todos los casos?", en JA. 1981-III-728). 

Si en el proceso se omitió disponer la integración con un litisconsorte necesario o si lo ha sido sin que su intervención le haya permitido una defensa total, y se ha dictado sentencia, recuerda Palacio que en el derecho argentino se entiende que el juez no está facultado para abstenerse de decidir. Por lo tanto, debe dictar sentencia, desestimando la pretensión por carecer de un requisito intrínseco de admisibilidad, como lo es la legitimación (Conf. Palacio, Lino, "Derecho Procesal Civil", T. III, pág. 214). 

En tal sentido cabe aclarar que si la falta de integración de la litis es advertida en el momento de dictar sentencia, la demanda debe ser rechazada (Conf. C.N.Civil, Sala A, 16/3/78, L.L.1978-C-247; C.N.Civil, Sala F, 30/9/81, J.A.1982-III-116; C.N.Comercial, Sala B, 5/2/71, L.L.145-433, 28.315-S; C.N.Especial en lo Civil y Comercial, Sala III, 9/5/78, L.L.1979-C-600, 35.204-S.). Y procede de oficio aunque ninguna de las partes haya planteado el tema (Conf. C.N.Civil, Sala F, 27/5/71, L.L.145-324). 

Por todas esas poderosas razones se ha sostenido que: "Si se pretend e usucapir el dominio de un inmueble sujeto al régimen de condominio, la demanda debe necesariamente entablarse contra todos los copropietarios y/o sus herederos y sucesores" (Conf. CNCiv., Sala D, 22/10/2007, La Ley Online; AR/JUR/7810/2007). "Cabe rechazar la acción de usucapión en tanto se advierte la falta de integración de la litis con uno de los condóminos del inmueble objeto de la demanda, dado que resulta improcedente reconocer la adquisición por usucapión de la totalidad del inmueble cuando uno de sus titulares puede ver afectado su derecho al debido proceso" (Conf. Cám. Civ. Com.Minería General Roca, 05/04/2005, LLPatagonia 2005 (octubre), 1304). "La demanda que pretende la usucapión de un inmueble debe sustanciarse con quien resulte titular de dominio o quienes acrediten ser sus sucesores (arts. 24 ley 14.159; 3279 C.C.) y su objeto lo constituye el logro de una declaración judicial que reconozca operada a favor del o de los accionantes la prescripción respecto del bien en cuestión como uno de los modos que el Código Civil estatuye para adquirir el dominio (arts. 2524, 3999 y concordantes)". "Si el proceso de usucapión se ha seguido hasta la sentencia final sin integrarse la litis con el titular dominial o quien legalmente deba asumir su representación, media directa afectación al carácter contencioso del proceso, se compromete la garantía constitucional de la defensa en juicio y también el orden público que inspira toda las disposiciones que gobiernan el dominio de las cosas y los modos de adquirirlo" (Conf. SCBA, Ac. 34.039, 8/10/1985, "Devicenzi, Zacarías E. y otros c/Propietario desconocido. Usucapión y reivindicación" (voto del Dr. Cavagna Martínez). En la misma causa, el Dr. San Martín al adherir expuso los siguientes fundamentos: "La sentencia es la culminación del debido proceso y si éste falta no puede dictarse aquélla". Añadió: "Principios superiores de orden público y de organización del Estado se oponen a que se pueda fallar en un pleito en el que la litis no ha sido integrada con quien debe ser demandado según la ley. La facultad que el orden jurídico confiere al juez para dictar sentencia es la de declarar el derecho de las partes y solamente de ellas; la justicia sólo interviene en causas y para que haya causa debe haber parte" (Conf. CSJN, AyS 1985-III-75). 

Finalmente, tiene dicho la Sala que la integración de la litis "ex officio" que autoriza el art. 89 CPr.presupone, como la misma norma lo indica, que la sentencia no pudiera pronunciarse útilmente más que con relación a varias partes, alguna de las cuales no fueren demandantes o demandadas según correspondiere. Es decir, que implica la existencia de una pretensión única e indivisible que sólo puede ejercerse por y contra todos los sujetos sustancialmente legitimados, por imperio de la ley o de acuerdo a la naturaleza de la relación jurídica controvertida, que en caso de omitirse conduciría a un pronunciamiento de imposible ejecución (Conf. C. Nac. Civ., sala G, 13/8/1987, JA 1988 - I, síntesis). 

Más allá de que no comparto en absoluto las conclusiones emanadas del fallo de la Sala L de la Excma. Cámara del 13 de marzo del corriente año, publicado en Infojus, para evitar comparaciones y nuevas confusiones, quiero aclarar que en ese caso, los consorcistas al menos habían celebrado convenio interno que databa del año 1974, con el objeto de asignar materialmente dentro del espacio común un lugar fijo e invariable, debidamente demarcado y numerado de acuerdo al plano respetando los porcentuales determinados en la compra venta. Es así que a los padres de la actora, le había sido asignada la cochera N° 7; poseyendo desde entonces en forma pública, pacífica, continua e ininterrumpida esa treceava parte indivisa de la unidad funcional número dos. 

Sin embargo, aclaro que ese acto en nada cambia lo errado del resultado del falle, porque no debe perderse de vista que las partes indivisas sólo son susceptibles de actos de disposición jurídica, de ahí las sucesivas transmisiones registrales, como aquí se verifican, pero ello es totalmente ajeno a la ejecución de actos posesorios, que son típicamente materiales puesto que, de no serlos no merecerían la calificación de posesorios en los términos del art.2384 del Código Civil y no servirían de sustento a posesión ni coposesión alguna. 

Al tratarse la unidad Nº 1 de un espacio guardacoches es posible que en el reglamento interno del edificio o por convenio entre los consorcistas, se hayan asignado lugares para cada vehículo. Se trataría de un típico caso de partición de uso y goce contemplada por el art. 3464 del Cód. Civil, mas al tratarse de un acuerdo que carece trascendencia en el marco de los derechos reales y de la posesión, sólo es oponible a los firmantes. 

En el caso nada se ha dicho sobre el particular, aunque pareciera surgir de las fotografías acompañadas que los automóviles están estacionados en absoluto desorden. 

En síntesis, la exclusividad de la posesión no impide que sobre una misma cosa concurran dos o más posesiones iguales, pero no sobre el todo, sino, cada una por una parte indivisa. Por ello, si dos o más personas toman en común la posesión de una cosa indivisible, cada una de ellas adquiere la posesión de toda la cosa (art. 2409). 

Hay entonces coposesión. En las relaciones entre los coposeedores, sus respectivas posesiones se encuentran limitadas entre sí, pero como la noción de partes indivisas o ideales es incompatible con el poder de hecho sobre la cosa que supone la posesión, si la cosa es indivisible, debe entenderse que la poseen conjuntamente, cada uno por el todo (art. 2408). 

Es decir que la coposesión juega en las relaciones internas entre los coposeedores, siendo de utilidad ese aparente fraccionamiento porque es la medida en que se le reconocen ciertos derechos y responsabilidades, por ejemplo, la proporción para responder por los gastos de conservación de la cosa común, por los deterioros que ésta sufra, para dividirse los frutos, etcétera.Frente a los terceros, en cambio, debe entenderse que cada uno de los coposeedores posee por el todo. 

Además, la continuación de la coposesión durante el plazo establecido por la ley, conducirá a la usucapión del condominio. Sin embargo, puede suceder que uno de los coposeedores intervierta el título y comience a poseer en forma exclusiva. En tal caso, prescribirá el dominio computándose el plazo obviamente desde la consumación del acto de interversión (arts. 2353 y 2458). 

En síntesis, el principio general consiste en que en todas las cosas tanto divisibles como indivisibles, la posesión de una parte importa la posesión del todo. A los efectos de la adquisición de la posesión no interesa tanto que la cosa sea divisible o indivisible, sino que esté o no esté dividida. Si la cosa divisible no está dividida debe ser tratada como si fuera indivisible. 

Por todas las razones expresadas, deben desestimarse los agravios, confirmando la sentencia que rechaza la demanda, con costas de alzada a la actora vencida (art. 68 del Código Procesal). 

Los Señores Jueces de Cámara Doctores Carranza Casares y Bellucci votaron en igual sentido por análogas razones a las expresadas en su voto por la Dra. Areán. Con lo que terminó el acto. 

Es copia fiel que obra a fs. del Libro de Acuerdos de la Sala "G" de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. CONSTE. 

Buenos Aires, 17 de Octubre de 2013.- 

Y VISTOS: 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, se resuelve: I. Confirmar la sentencia recurrida en todas partes, con costas de alzada a la vencida. Los honorarios de los profesionales intervinientes serán regulados una vez fijados los de primera instancia. Se deja constancia de que la publicación de esta sentencia se encuentra sujeta a lo establecido por el art. 164, segundo párrafo del Código Procesal. Regístrese, notifíquese a las partes mediante cédula por Secretaría, oportunamente cúmplase con la Acordada 24/13 de la CSJN y devuélvanse. BEATRIZ AREÁN – CARLOS CARRANZA CASARES- CARLOS ALFREDO BELLUCCI- ES COPIA.

